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RECURSO 154/2026 
RESOLUCIÓN 185/2026 

 
 

Resolución 185/2026, de 30 de julio, del Tribunal Administrativo de 
Recursos Contractuales de Castilla y León, por la que se desestima el 
recurso especial en materia de contratación interpuesto por la 
Federación de Enseñanza de Comisiones Obreras de Castilla y León, 
contra el anuncio de licitación y los pliegos rectores de la 
contratación del servicio de gestión de la escuela municipal infantil 
La Ranita, de Renedo de Esgueva (Valladolid), expediente n.º 
505/2026. 
 
 

I 
ANTECEDENTES 

 
Primero.- Mediante decreto de la Alcaldía de 4 de junio de 2026 se 

aprueba el expediente de contratación, el pliego de cláusulas administrativas 
particulares (PCAP) y el pliego de prescripciones técnicas (PPT) de la licitación 
del servicio de gestión de la escuela municipal infantil “La Ranita” de Renedo 
de Esgueva (Valladolid), expediente n.º 505/2026. 

 
El 9 de junio de se publica en la Plataforma de Contratación del Sector 

Público el anuncio de licitación, el PCAP y el PPT, que han de regir el contrato. 
 
Transcurrido el plazo de presentación de ofertas, únicamente ha 

concurrido a la licitación una empresa, Grupo de Atención a Dependientes, 
S.L., que es la prestataria actual del servicio.  

 
Segundo.- El 18 de junio de 2026 D. yyy, en representación de la 

Federación de Enseñanza de Comisiones Obreras de Castilla y León, interpone 
recurso especial en materia de contratación contra los pliegos rectores de la 
licitación. 

 
Sostiene que en los pliegos existen ciertas irregularidades que vulneran 

los derechos del personal a subrogar y cuestiona la tramitación de urgencia 
porque la reducción (a 8 días naturales) del plazo de presentación de ofertas 
restringe injustificadamente la concurrencia. Concreta los vicios advertidos en 
el carácter incompleto e incongruente de la relación de personal a subrogar 
de  la cláusula 4ª del PPT, con infracción del artículo 130 de la LCSP; en la 
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insuficiencia y falta de desglose del presupuesto base de licitación, que infringe 
el artículo 100.2 de la LCSP; en la contradicción entre PCAP y PPT en cuanto 
a la duración del contrato y la cobertura del mes de vacaciones retribuidas 
(agosto); el excesivo peso de la oferta económica y la falta de concreción de 
parámetros salariales para determinar la anormalidad de las ofertas, con riesgo 
de dumping social; la insuficiencia de la dotación de personal y la ausencia de 
mecanismos que garanticen la cobertura de las vacantes; y finalmente, la 
omisión del derecho de plaza gratuita para los hijos e hijas de los trabajadores 
del centro, reconocido en el convenio colectivo aplicable.  

 
Interesa la declaración de la nulidad del anuncio de licitación, del PCAP 

y del PPT, o subsidiariamente su anulabilidad, además de la retroacción de las 
actuaciones, ordenando la modificación de las irregularidades señaladas. 

 
Tercero.- Se ha recibido en este Tribunal el expediente y el informe 

del órgano de contratación de 20 de julio de 2026, en el que se opone a la 
estimación del recurso.  

 
 

II 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
1º.- La competencia para resolver el recurso corresponde al Tribunal 

Administrativo de Recursos Contractuales de Castilla y León en virtud de lo 
dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos 
del Sector Público (LCSP) y en el artículo 59 de la Ley 1/2012, de 28 de febrero, 
de Medidas Tributarias, Administrativas y Financieras. 
 

2º.- El recurso se ha interpuesto frente los pliegos de un contrato de 
servicios cuyo valor estimado (315.510,18 euros) es superior a 100.000 euros, 
susceptible, por tanto, de recurso especial en materia de contratación, 
conforme a los artículos 44.1.a) y 44.2.a) de la LCSP.  

 
El recurso se ha interpuesto en el plazo previsto en el artículo 50.1.b) 

de la LCSP. 
 
3º.- En cuanto a la legitimación para recurrir, el artículo 48 de la LCSP 

reconoce legitimación para recurrir a las organizaciones sindicales “cuando de 
las actuaciones o decisiones recurribles pudiera deducirse fundadamente que 
estas implican que en el proceso de ejecución del contrato se incumplan por 
el empresario las obligaciones sociales o laborales respecto de los trabajadores 
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que participen en la realización de la prestación”. En el mismo sentido se 
pronuncia el artículo 24.1 del Reglamento de los procedimientos especiales de 
revisión de decisiones en materia contractual y de organización del Tribunal 
Administrativo Central de Recursos Contractuales, aprobado por el Real 
Decreto 814/2015, de 11 de septiembre.  

 
Por tanto, es preciso analizar los argumentos esgrimidos que 

fundamentan el recurso, de suerte que únicamente se admitirá la legitimación 
de la organización sindical, respecto a aquellos que versen sobre el 
cumplimiento de obligaciones sociales o laborales del personal vinculado al 
contrato. La representación del sindicato está acreditada. 

 
4º.- En cuanto al fondo del asunto, la solución de la presente 

controversia exige determinar si las previsiones de los pliegos que se cuestionan 
en el recurso se ajustan al régimen jurídico de la contratación del sector público 
contenido en la LCSP y normativa de desarrollo. 

 
En primer término, la recurrente impugna la relación de personal a 

subrogar que se contiene en la cláusula 4ª del PPT, a la que expresamente 
remite la “Cláusula vigésimo primera. Subrogación de personal” del PCAP, 
según la cual: “El contratista queda obligado a subrogarse en las relaciones 
laborales de los trabajadores que a fecha de finalización del contrato vengan 
realizando este servicio bajo la dependencia del actual adjudicatario.  

 
»Las condiciones concretas de estas relaciones laborales vienen 

especificadas en el pliego de prescripciones técnicas particulares.  
 
»El incumplimiento de esta obligación de subrogación se 

considerará incumplimiento de la ejecución material del contrato y dará lugar 
a la imposición de sanciones en los términos establecidos en este pliego y en 
el artículo 192 de la LCSP”. 

 
Según el recurso, la relación de personal a subrogar no identifica el 

convenio colectivo aplicable, puesto que indica simplemente “Convenio de 
escuelas infantiles”; no consigna el salario bruto anual, sino el mensual sin 
indicación del número de pagas, ni los complementos consolidados; omite los 
pactos en vigor y las condiciones más beneficiosas y no aclara la configuración 
de las funciones de director y es incongruente, porque en el “nº de 
trabajadores” total indica que es cinco pero enumera seis puestos de trabajo. 
A los efectos de acreditar las condiciones más beneficiosas, aporta un 
certificado de 24 de abril de 2023, de la empresa que presta actualmente el 
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servicio, en el que consta que las trabajadoras disfrutan de las vacaciones en 
el mes de agosto, disfrutan de 10 días laborables adicionales al mes de 
vacaciones, de la media hora de la comida dentro de la jornada laboral y de 
los días 24 y 31 de diciembre y 5 de enero de cada año como festivos y no 
laborables. Considera que estas omisiones impiden a los licitadores evaluar el 
verdadero coste de la subrogación.  

 
Según el artículo 130.1 de la LCSP “Cuando una norma legal un 

convenio colectivo o un acuerdo de negociación colectiva de eficacia general, 
imponga al adjudicatario la obligación de subrogarse como empleador en 
determinadas relaciones laborales, los servicios dependientes del órgano de 
contratación deberán facilitar a los licitadores, en el propio pliego, la 
información sobre las condiciones de los contratos de los trabajadores a los 
que afecte la subrogación que resulte necesaria para permitir una exacta 
evaluación de los costes laborales que implicará tal medida, debiendo hacer 
constar igualmente que tal información se facilita en cumplimiento de lo 
previsto en el presente artículo. 

 
»A estos efectos, la empresa que viniese efectuando la prestación 

objeto del contrato a adjudicar y que tenga la condición de empleadora de los 
trabajadores afectados estará obligada a proporcionar la referida información 
al órgano de contratación, a requerimiento de este. Como parte de esta 
información en todo caso se deberán aportar los listados del personal objeto 
de subrogación, indicándose: el convenio colectivo de aplicación y los detalles 
de categoría, tipo de contrato, jornada, fecha de antigüedad, vencimiento del 
contrato, salario bruto anual de cada trabajador, así como todos los pactos en 
vigor aplicables a los trabajadores a los que afecte la subrogación. La 
Administración comunicará al nuevo empresario la información que le hubiere 
sido facilitada por el anterior contratista”. 

 
Pues bien, el convenio colectivo aplicable es claramente identificable a 

la vista del objeto contractual, que es la gestión de un centro educativo infantil 
de primer ciclo (escuela infantil), por lo que no suscita dudas que se trata del 
XIII Convenio Colectivo de centros de asistencia y educación infantil de 5 de 
marzo de 2025, publicado en el Boletín Oficial del Estado nº 135, de 5 de junio 
de 2025.  

 
En relación con la incongruencia alegada en cuanto al número de 

trabajadores a subrogar, hay que señalar que tanto en la memoria justificativa 
como en el PPT relacionan 5 trabajadores a subrogar, aunque identifican seis 
puestos de trabajo, uno de ellos el de “director” a efectos de precisar el coste 
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de este cargo directivo. El órgano de contratación informa que “Del examen 
del expediente se constata la existencia de un error material en la cifra total 
consignada que ha de ser 6 y no 5. No obstante, dicho error carece de 
incidencia sustancial en la preparación de las ofertas, puesto que todos los 
trabajadores afectados aparecen perfectamente identificados de forma 
individualizada (…)”.  Sin embargo, consultado el expediente remitido resulta 
de la comunicación realizada por el actual adjudicatario que las trabajadoras 
identificadas son cinco, asumiendo una de ellas (educadora) al mismo tiempo 
el cargo de directora. Esta circunstancia es acorde con lo dispuesto en el 
artículo 11 del convenio colectivo, que regula los cargos directivos temporales 
encomendados a la “persona trabajadora”, de manera que finalizada esta 
“asignación temporal” la persona trabajadora volverá a todos los efectos al 
puesto de trabajo para el que se le contrató. En consecuencia, se advierte un 
error en el propio informe del órgano de contratación, puesto que son cinco 
los trabajadores a subrogar y no seis, identificándose correctamente en el PPT 
el número de trabajadores a subrogar, que es coherente con el convenio 
colectivo y sin perjuicio del desglose realizado a los efectos de fijar el 
presupuesto de licitación y facilitar la información necesaria sobre el coste 
salarial de ese cargo directivo. 

 
Por otra parte, las exigencias del PPT (“Realización de funciones de 

Dirección del centro durante 3 horas semanales con el fin de coordinar el 
mismo”) no tienen por qué coincidir con el porcentaje de jornada empleado 
en funciones de dirección por el actual prestatario, puesto que corresponde al 
órgano de contratación delimitar los requisitos de la prestación del servicio en 
el PPT, en atención a las necesidades del servicio a contratar. En cualquier 
caso, se informa por el órgano de contratación que “Tal y como consta en la 
plataforma de contratación del estado, el Ayuntamiento de Renedo de Esgueva 
en respuesta a la pregunta formulada por el usuario `megadiver´ el 11 de 
junio de 2026 a las 11:37 horas, informó que existía `una errata en el pliego, 
siendo la jornada del 34,20%, tal y como figura en el cuadro de subrogación´”. 

 
En cuanto a la alegación de que no consta el salario anual de las 

trabajadoras sino únicamente el salario bruto mensual, debe ponerse en 
conexión con el presupuesto base de licitación y el desglose de los costes de 
personal que se realiza en la memoria justificativa del contrato, en la que 
expresamente se consigna el coste salarial bruto anual de los trabajadores a 
subrogar, resultado de multiplicar el salario bruto mensual total por 14 pagas. 
Por otra parte, la relación de personal a subrogar identifica la categoría, 
antigüedad, tipo de contrato y jornada y el coste de seguridad social para la 
empresa, indicando expresamente la memoria del contrato que para la fijación 
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del coste de personal se han tenido en cuenta los datos aportados por el actual 
adjudicatario del contrato.  

 
En consecuencia, los documentos rectores de la licitación facilitan una 

información suficiente para la evaluación de los costes laborales, sin que la 
organización sindical recurrente acredite en qué medida la falta de publicidad 
de las condiciones más beneficiosas a las que hace referencia entrañe error 
en dicho cálculo o impida a los licitadores la correcta evaluación del coste 
salarial total necesario para la prestación del servicio licitado. Tampoco resulta 
exigible que los pliegos contengan una descripción pormenorizada de los 
derechos laborales de las trabajadoras que han de ejecutar el contrato. Por 
otra parte, como informa el órgano de contratación, “El recurrente adjunta un 
certificado del contratista saliente de fecha 24 de abril de 2023 que no fue 
enviado a este Ayuntamiento cuando así se le requirió en la preparación del 
expediente de contratación (…) 

 
»En consecuencia, no puede exigirse al Ayuntamiento la 

incorporación a los pliegos de información que no le haya sido comunicada por 
el contratista saliente”. 

 
Hay que tener en cuenta, como señala el Tribunal Administrativo Central 

de Recursos Contractuales en su Resolución 767/2026, de 30 de abril, en 
relación con el cumplimiento del artículo 130 de la LCSP, que “Debe advertirse, 
como hemos dicho en varias resoluciones (por todas, la nº 1386/2020), que no 
corresponde a los órganos de contratación (ni a este Tribunal, en cuanto revisa 
las resoluciones de éstos) determinar el régimen laboral de los trabajadores, 
ni pronunciarse sobre si procede o no la subrogación, siendo de la competencia 
de la jurisdicción social (por todas, nuestra resolución 327/2020, de 5 de 
marzo) (…) 

 
»Es decir, la subrogación no viene impuesta por el pliego, sino 

que este solo refleja una obligación impuesta por la normativa laboral, 
trasladando la correspondiente información a los posibles licitadores a fin de 
que puedan disponer de la información necesaria para formular sus ofertas. 

 
»En esta misma línea y también hemos dicho en la resolución 

1035/2023, de 3 de agosto de 2023, que:  
 
»`El Tribunal se ha manifestado en diversas ocasiones sobre esta 

cuestión, formulando una doctrina que, en lo que afecta al recurso, puede 
resumirse en los siguientes términos:  
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»- La obligación de subrogarse en las relaciones jurídico-
laborales del personal deriva de la normativa laboral, por lo que atañe de 
manera exclusiva a los trabajadores y a la empresa, futura adjudicataria, 
resultando totalmente ajena a ella el órgano de contratación (Resoluciones 
355/2020 de 12 de marzo, 439/2023 de 13 de abril).  

 
»- La obligación impuesta al órgano de contratación es 

puramente formal, en la que actúa como mero nuntius o intermediario, y se 
limita a recabar del contratista actual la información sobre las condiciones de 
los trabajadores eventualmente subrogables y de facilitarla a los licitadores. 
No es, por tanto, exigible al órgano de contratación que verifique la información 
recibida, ni responder de su certeza o suficiencia (Resoluciones 1173/2020 de 
30 de octubre, 1242/2022 de 13 de octubre, 46/2023 de 26 de enero o 
438/2023 de 13 de abril)”. 

 
Por todo ello, este motivo del recurso debe ser desestimado. 
 
5º.- El segundo motivo del recurso impugna la cláusula cuarta del PCAP, 

que establece el “Precio base de licitación y valor estimado del contrato”. 
Sostiene que este presupuesto de licitación es insuficiente además de vulnerar 
el artículo 100.2 de la LCSP. Alude a que el presupuesto no contiene desglose 
alguno, limitándose a fijar la cifra global de 157.755,09 euros y remitir los 
cálculos a la memoria justificativa de la contratación, lo cual determina la 
nulidad de la cláusula tanto desde un punto de vista formal como material, 
pues impide verificar que el presupuesto cubra la totalidad de los costes 
necesarios para la ejecución del contrato. Además, añade que no se desglosa 
el coste salarial de sustituciones, ni complementos de obligado cumplimiento 
(como el de desarrollo profesional y el de perfeccionamiento profesional -CPP-), 
teniendo en cuenta además que el nuevo convenio colectivo ha elevado el 
coste salarial de referencia a partir del 1 de septiembre de 2026 (Tabla A, 
Anexo II). Añade la falta de desagregación de género y categoría profesional, 
lo cual acarrea la nulidad del pliego. 

 
El órgano de contratación se opone a la estimación del argumento 

planteado cuando afirma que “En el presente expediente, el Pliego de 
Cláusulas Administrativas Particulares fija el presupuesto base de licitación y 
el valor estimado del contrato, haciendo constar expresamente que los cálculos 
para su determinación se encuentran desarrollados en la memoria justificativa 
obrante en el expediente y publicada en la plataforma de contratación del 
estado el 9 de junio de 2026 a las 10:36 horas, indicando además que en la 
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fijación del valor estimado se han tenido en cuenta los costes laborales 
derivados de la ejecución del contrato y las eventuales prórrogas.  

 
»Por tanto, el presupuesto no ha sido fijado de forma arbitraria 

o inmotivada, sino sobre la base de una memoria económica incorporada al 
expediente administrativo que contiene la justificación técnica de los importes 
considerados por el órgano de contratación. 

 
»La parte recurrente fundamenta su impugnación en la afirmación 

de que, al tratarse de una licitación publicada con posterioridad a la entrada en 
vigor del XIII Convenio Colectivo, debían aplicarse necesariamente las cuantías 
previstas en la Tabla A del Anexo II, así como incorporarse expresamente el 
complemento de desarrollo y perfeccionamiento profesional, la antigüedad del 
personal subrogado y el coste de las sustituciones.  

 
»Sin embargo, de conformidad con el Anexo IV del personal a 

subrogar que obra en el expediente y lo dispuesto en la cláusula 4 del pliego 
de condiciones técnicas, los costes salariales aplicados son los previstos en la 
tabla A anexo II del XIII Convenio Colectivo, que fija un salario mensual para 
los educadores infantiles de 1.518,15 euros, de 1.354,34 euros para el personal 
de servicios y de 1.956,96 euros para la categoría de Director.  

 
»En el caso de lo dispuesto en la cláusula 4 del Pliego de 

condiciones técnicas, cuando se trata de puestos con una jornada parcial se 
ha procedido a realizar un estudio de su coste en función de la jornada parcial 
y lo previsto en dicha tabla A del anexo II (…)”. 
 

Sobre la cuestión planteada hay que considerar en primer término el 
artículo 100.2 de la LCSP, que dispone lo siguiente: “En el momento de 
elaborarlo, los órganos de contratación cuidarán de que el presupuesto base 
de licitación sea adecuado a los precios del mercado. A tal efecto, el presupuesto 
base de licitación se desglosará indicando en el pliego de cláusulas 
administrativas particulares o documento regulador de la licitación los costes 
directos e indirectos y otros eventuales gastos calculados para su determinación. 
En los contratos en que el coste de los salarios de las personas empleadas 
para su ejecución forme parte del precio total del contrato, el presupuesto 
base de licitación indicará de forma desglosada y con desagregación de género 
y categoría profesional los costes salariales estimados a partir del convenio 
laboral de referencia”. 
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Por su parte, el artículo 101 de la LCSP, al referirse al valor estimado 
del contrato, señala en el apartado 2 que “En el cálculo del valor estimado 
deberán tenerse en cuenta, como mínimo, además de los costes derivados de 
la aplicación de las normativas laborales vigentes, otros costes que se deriven 
de la ejecución material de los servicios, los gastos generales de estructura y 
el beneficio industrial. (…) 

 
»En los contratos de servicios y de concesión de servicios en los 

que sea relevante la mano de obra, en la aplicación de la normativa laboral 
vigente a que se refiere el párrafo anterior se tendrán especialmente en cuenta 
los costes laborales derivados de los convenios colectivos sectoriales de 
aplicación”. 

 
Por último, el artículo 102.3 de la LCSP indica que “Los órganos de 

contratación cuidarán de que el precio sea adecuado para el efectivo 
cumplimiento del contrato mediante la correcta estimación de su importe, 
atendiendo al precio general de mercado, en el momento de fijar el presupuesto 
base de licitación y la aplicación, en su caso, de las normas sobre ofertas con 
valores anormales o desproporcionados. 

 
»En aquellos servicios en los que el coste económico principal 

sean los costes laborales, deberán considerarse los términos económicos de 
los convenios colectivos sectoriales, nacionales, autonómicos y provinciales 
aplicables en el lugar de prestación de los servicios”. 

 
Sobre el cálculo y forma de valoración de los costes del contrato hay 

que considerar que, como ha sostenido reiteradamente este Tribunal (por 
todas, la Resolución 59/2024, de 16 de mayo), “Es competencia del órgano de 
contratación, de acuerdo con los principios de estabilidad presupuestaria, 
control de gasto y eficiencia en la utilización de los fondos, la definición de las 
necesidades a satisfacer (artículo 28 LCSP), el presupuesto y el precio del 
contrato siempre que sean conformes con su contenido y se respeten los 
criterios anteriormente señalados en relación con el precio de mercado o los 
costes -con especial consideración de los costes laborales tras la entrada en 
vigor de la LCSP-. Esto es, resulta misión del órgano de contratación la 
definición y determinación del objeto y de las prestaciones que deben 
conformar el contrato de acuerdo con las necesidades que se le planteen. (…). 
En relación con el precio a satisfacer, es doctrina consolidada de los Tribunales 
de contratación que se trata de una facultad sujeta al criterio técnico de los 
poderes adjudicadores. Subyace así el reconocimiento de una discrecionalidad 
técnica en la determinación de estos elementos del contrato, que sólo deben 
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ceder en los casos en que se aprecie y acredite un error manifiesto”, “(…) por 
lo que corresponde a quien impugna dicha determinación la carga de probar 
que bajo las condiciones económicas propuestas no está garantizada la libre 
competencia o no cabe esperar una concurrencia adecuada, por lo que no está 
garantizada la viabilidad de la ejecución del contrato” (Resolución 59/2022, de 
12 de mayo, de este Tribunal). 

 
En el supuesto examinado, si bien es cierto que el PCAP no recoge el 

desglose del presupuesto de licitación, como debería en atención a la norma 
expuesta, este desglose se remite a la memoria justificativa, que sí contiene 
un desglose detallado y aparece publicada en la PLACSP el mismo día que los 
pliegos, por lo que puede considerarse garantizado el conocimiento de este 
desglose a los efectos de valorar y discutir la suficiencia del presupuesto de 
licitación, lo que no se realiza por la organización sindical recurrente. Así, la 
memoria distingue: gastos de personal por importe de 135.525,56 euros; 
gastos corrientes (material, alimentos, mantenimientos, suministros costes 
financieros) por importe de 13.300 euros; y el beneficio industrial de un 6 % 
anual, que cuantifica en 8.929,53 euros. Los costes anuales totales ascienden 
así a 157.755,09 euros/año (exento de IVA), que es el presupuesto de 
licitación establecido en el PCAP, en la cláusula cuarta. Según el informe del 
órgano de contratación, se han tenido en cuenta para su establecimiento las 
nuevas tablas salariales aplicables a partir del 1 de septiembre de 2026 y los 
datos comunicados por el actual adjudicatario del contrato. 

 
Pues bien, el coste anual total comunicado por el actual adjudicatario, 

con el cálculo a 31 de agosto de 2025, asciende a 127.942,93 euros, según 
nóminas de mayo de 2026. Este coste se eleva en el presupuesto de licitación 
hasta 135.525,56 euros, calculado a partir del salario bruto mensual conforme 
a las nuevas tablas salariales y 14 pagas, sin que se motive mínimamente por 
la organización sindical por qué estos cálculos son incorrectos e insuficientes, 
a la vista de los datos publicados.  

 
Por último, la pretendida desagregación por géneros no puede 

prosperar ya que el personal adscrito pertenece al mismo género. En efecto, 
la totalidad de la plantilla son mujeres por lo que no es posible determinar los 
importes y diferencias retributivas por género. Por otra parte, a la vista de la 
tabla aportada por la empresa que presta el servicio, se indican expresamente 
las categorías profesionales (4 educadoras, 1 personal de servicios), tal como 
se refleja también en la cláusula 4ª del PPT y en la tabla de gastos de personal 
del estudio económico que realiza la memoria justificativa. 
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Por ello, el motivo alegado no puede tener acogida. 
 

6º.- Se impugna asimismo la contradicción entre el PCAP y el PPT sobre 
la duración del contrato, solicitando la recurrente que el pliego fije con claridad 
la duración del contrato hasta el 31 de agosto, pues si la duración del contrato 
y la correspondiente financiación pública quedaran limitadas al 31 de julio el 
coste de mes de vacaciones retribuidas, que es agosto según certifica la 
prestataria actual del servicio, quedaría sin cobertura, trasladándose a la 
empresa adjudicataria o en última instancia, comprometiendo el efectivo 
abono de las vacaciones del personal.   

 
La cláusula séptima del PCAP, a la que remite expresamente el anuncio 

de licitación, regula la “Duración del contrato” en los siguientes términos: “La 
duración del contrato se establece en 1 curso escolar a partir de la 
formalización del contrato. El curso escolar a los efectos de este contrato se 
extiende desde 1 de septiembre de 2026 o desde la fecha de firma del 
contrato, en caso de que ésta se produzca con posterioridad a dicha fecha, 
hasta el 31 de agosto de 2027”. En cambio, la cláusula 2º del PPT dispone, 
sobre la misma cuestión, que “La duración del contrato se establece en 1 curso 
escolar a partir de la formalización del contrato. El curso escolar a los efectos 
de este contrato se extiende entre el 1 de septiembre y el 31 de julio del año 
siguiente. El contrato podrá prorrogarse por un año más (…)”. Esta misma 
previsión (duración entre el 1 de septiembre y el 31 de julio del año siguiente) 
se contiene en el apartado 5.d de la memoria justificativa. A ello se añade, 
como indica la recurrente, que el precio mensual se obtiene dividiendo el 
precio anual entre once mensualidades, según la cláusula 20 del PCAP. 

 
El órgano de contratación sostiene que “Conforme al artículo 122 de la 

Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, el Pliego de 
Cláusulas Administrativas Particulares determina el régimen jurídico del 
contrato, mientras que el Pliego de Prescripciones Técnicas define las 
características técnicas y funcionales de la prestación. Ambos documentos 
deben interpretarse de forma conjunta y sistemática, sin aislar sus cláusulas 
del contexto global de la contratación. 

 
»En el presente expediente, la cláusula séptima del Pliego de 

Cláusulas Administrativas Particulares establece expresamente que la duración 
del contrato comprenderá un curso escolar, desde el 1 de septiembre de 2026 
-o desde la fecha de formalización si fuera posterior- hasta el 31 de agosto de 
2027, contemplándose igualmente la posibilidad de prórroga en los términos 
previstos en dicho pliego.  
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»Por su parte, el Pliego de Prescripciones Técnicas regula las 
condiciones materiales de prestación del servicio y hace referencia al 
funcionamiento ordinario del centro educativo y a la actividad lectiva. Dichas 
referencias deben entenderse circunscritas a la organización del servicio 
educativo y no a la determinación de la duración jurídica del contrato (…). 

 
»En consecuencia, las referencias contenidas en el Pliego de 

Prescripciones Técnicas al calendario o funcionamiento del centro no alteran 
ni contradicen la duración del contrato fijada en el Pliego de Cláusulas 
Administrativas Particulares, sino que responden a ámbitos materiales distintos 
dentro de la documentación contractual”. 

 
A la vista del contenido de los documentos rectores de la licitación 

resulta evidente la existencia de una contradicción sobre la duración del 
contrato. Ahora bien, debe prevalecer, como indica el órgano de contratación, 
lo dispuesto en el PCAP, puesto que la duración del contrato es un elemento 
propio de su régimen jurídico, que se regula por este pliego y por la LCSP 
(cláusula vigesimonovena); el propio PCAP expresamente establece que el 
contrato podrá prorrogarse “un año más”, estableciendo además un 
presupuesto base de licitación anual y un valor estimado por el “tiempo 
máximo de duración del contrato (dos años)”, por lo que se desprende que la 
duración inicial del contrato es de 12 meses, abarcando también el mes de 
agosto. Incluso el modelo de oferta económica, publicado en el anuncio de 
licitación, dispone que el importe ofertado se refiere “al año de contrato 
inicial”. Y en todo caso, se advierte que queda garantizado el pago de un precio 
anual según la cláusula vigésima del PCAP (por más que se divida el pago en 
11 mensualidades) y que se garantiza la retribución de las vacaciones que 
proporcionalmente correspondan a las trabajadoras en función de su jornada, 
puesto que el artículo 31 del convenio colectivo aplicable regula con precisión 
las obligaciones de la empresa entrante y saliente en cuanto a esta cuestión 
en los supuestos de subrogación convencional. En definitiva, puede resolverse 
la contradicción existente dando prioridad a la regulación contenida en el PCAP 
y, en cualquier caso, no parece que esta contradicción pueda afectar al 
derecho de los trabajadores a unas vacaciones retribuidas, por lo que el motivo 
se ha de desestimar. 

 
7º.- La recurrente también mantiene que existe un riesgo de dumping 

social porque el principal criterio de adjudicación es el precio (hasta 60 puntos, 
sobre 100) y el PCAP no fija parámetro salarial alguno que permita identificar 
las ofertas anormalmente bajas, remitiéndose genéricamente al artículo 149.4 
de la LCSP y al artículo 85 del Reglamento General de la Ley de Contratos de 
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las Administraciones Públicas, aprobado por el Real Decreto 1098/2001, de 12 
de octubre (RGLCAP), lo que pudiera generar un incentivo estructural a la baja 
de costes que, en la práctica se materializaría en un deterioro de las condiciones 
laborales. 

 
Sin embargo, como señala el órgano de contratación, “No puede 

compartirse la tesis de la recurrente de que la mera atribución de una elevada 
ponderación al criterio económico implique, por sí sola, un riesgo de `dumping 
social´. La determinación de los criterios de adjudicación forma parte de la 
potestad de configuración del órgano de contratación, siempre que éstos 
guarden vinculación con el objeto del contrato y respeten los principios de 
igualdad, transparencia y proporcionalidad, circunstancias que concurren en el 
presente expediente”.  En este sentido, los criterios de adjudicación tienen por 
finalidad determinar qué oferta satisface mejor las necesidades de la 
adjudicadora y su función es evaluar la calidad de las ofertas. El artículo 145.2 
de la LCSP establece que “La mejor relación calidad-precio se evaluará con 
arreglo a criterios económicos y cualitativos”. 

 
Por otra parte, los pliegos deben establecer los parámetros objetivos 

que permitan identificar una oferta anormalmente baja (artículo 149.2 de la 
LCSP). Y en este caso, la cláusula undécima del PCAP realiza una remisión 
expresa a los parámetros de anormalidad establecidos en el artículo 85 del 
RGLCAP. Lo que no resulta posible es exigir al órgano de contratación que 
establezca unos parámetros diferentes, de tipo salarial, a los efectos de evitar 
el dumping social, sobre todo porque de ese modo tampoco se garantizaría el 
cumplimiento de las obligaciones laborales durante la ejecución del contrato. 

 
Esta preocupación por garantizar los derechos de los trabajadores está 

presente en la LCSP, que incorpora varias disposiciones con esa finalidad (en 
el establecimiento del presupuesto base de licitación, en el procedimiento de 
justificación de las ofertas anormalmente bajas, en la ejecución del 
contrato…). El propio PCAP, en esta licitación, también establece varias 
previsiones y cautelas para la protección de los derechos de los trabajadores, 
entre ellas, considera una obligación esencial “El pago de los salarios a los 
trabajadores y su retención de IRPF, así como el abono puntual de las cuotas 
correspondientes a la Seguridad Social” e impone al contratista la obligación 
de justificar, con periodicidad semestral, dicho pago (véase cláusula 20.4).   

 
De este modo, el cumplimiento por el empresario de sus obligaciones 

laborales es una cuestión que afecta, fundamentalmente, a la fase de 
ejecución contractual y en este sentido el artículo 201 de la LCSP regula las 
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“Obligaciones en materia medioambiental, social o laboral” y  establece que 
“Los órganos de contratación tomarán las medidas pertinentes para garantizar 
que en la ejecución de los contratos los contratistas cumplen las obligaciones 
aplicables en materia medioambiental, social o laboral establecidas en el 
derecho de la Unión Europea, el derecho nacional, los convenios colectivos o 
por las disposiciones de derecho internacional medioambiental, social y laboral 
que vinculen al Estado y en particular las establecidas en el anexo V. 

 
»Lo indicado en el párrafo anterior se establece sin perjuicio de 

la potestad de los órganos de contratación de tomar las oportunas medidas 
para comprobar, durante el procedimiento de licitación, que los candidatos y 
licitadores cumplen las obligaciones a que se refiere el citado párrafo. 

 
»El incumplimiento de las obligaciones referidas en el primer 

párrafo y, en especial, los incumplimientos o los retrasos reiterados en el pago 
de los salarios o la aplicación de condiciones salariales inferiores a las 
derivadas de los convenios colectivos que sea grave y dolosa, dará lugar a la 
imposición de las penalidades a que se refiere el artículo 192”. 

 
En consideración a lo expuesto, este motivo del recurso no puede 

prosperar. 
 
8º.- La organización recurrente, en el fundamento de derecho quinto, 

considera insuficientes para prestar un servicio educativo de calidad las 
previsiones del pliego en cuanto al personal de apoyo y la cobertura de las 
ausencias. 

 
Considera que el pliego se limita a exigir la ratio mínima del Decreto 

12/2008, de 14 de febrero (un número de profesionales de atención directa 
igual al de unidades en funcionamiento más uno) y que, además, debería exigir 
personal de apoyo como dotación estable y no como mejora potestativa (la 
cláusula 4º.2 del PPT establece que “Los licitadores podrán ofertar, como 
mejora, personal de apoyo, tanto a las tareas educativas como a las propias 
del comedor”.) Además, considera insuficiente la cláusula 4º.4 del PPT, que se 
limita a imponer al contratista la cobertura inmediata de las bajas del personal, 
pero sin establecer un mecanismo que lo garantice, como una bolsa o un 
protocolo de sustituciones. 

 
Estas alegaciones, sin embargo, no determinan la ilegalidad de las 

cláusulas indicadas del PPT, limitándose a consideraciones de oportunidad para 
lograr la mejora del servicio público. Debe tenerse en cuenta, no obstante, 
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que el centro educativo tiene una capacidad para 41 alumnos, distribuidos en 
tres unidades (de 0 a 1 año; de 1 a 2; y de 2 a 3), pero consta en el expediente 
remitido que los niños matriculados para el curso 2026/2027 son 30 y solo dos 
en la unidad de 0 a 2 años.  

 
Tampoco puede perderse de vista que el convenio colectivo aplicable 

regula expresamente las “vacantes” en el artículo 34, estableciendo criterios 
de preferencia para su cobertura; que corresponde a la empresa contratista la 
facultad de organización empresarial, con sujeción a la norma laboral y a los 
pliegos del contrato, sin perjuicio de la supervisión municipal. El propio PCAP, 
en la cláusula decimonovena, establece como condición social de ejecución del 
contrato que “La cobertura de vacantes laborales, preferentemente, a través 
de mujeres en situación de desempleo de larga duración o de mujeres jóvenes 
en búsqueda de su primer empleo”. Por lo tanto, no puede exigirse que sea el 
propio órgano de contratación, en el pliego del contrato, el que organice una 
bolsa de sustituciones o un protocolo de cobertura, asumiendo funciones de 
organización del personal que corresponden a la empresa prestataria del 
servicio. Señala el órgano de contratación que “En todo caso, cualquier 
eventual incumplimiento de la obligación de mantener la plantilla necesaria 
durante la ejecución contractual constituye una cuestión propia de la fase de 
ejecución del contrato y podrá dar lugar, en su caso, a la exigencia de las 
responsabilidades contractuales correspondientes, sin que la ausencia de un 
protocolo específico determine por sí misma la ilegalidad de los pliegos”. 

 
En consecuencia, este motivo ha de desestimarse. 
 
9º.- La organización sindical recurrente alega igualmente que los 

pliegos “no recogen ni garantizan” el derecho de plaza gratuita para los 
hijos/as de los trabajadores del centro, previsto en el artículo 72 del Convenio 
colectivo como mejora social, solicitando que el pliego contemple este derecho 
de forma expresa.  

 
Sin embargo, no es posible que el PCAP contenga una descripción 

pormenorizada de los derechos laborales de las trabajadoras que han de 
ejecutar el contrato ni es necesaria su incorporación al mismo para que la 
empresa adjudicataria venga obligado a respetarlos.  

 
Por otra parte, la cuestión es controvertida por el órgano de 

contratación, que informa que “La incorporación en los pliegos de una 
previsión que reconociera la gratuidad de las plazas supondría, en la práctica, 
modificar el régimen jurídico del precio público aprobado por el Pleno de la 
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Corporación, alterando los derechos y obligaciones de los usuarios al margen 
del procedimiento legalmente establecido para la aprobación o modificación 
de las ordenanzas, lo que excedería manifiestamente del ámbito propio de la 
contratación pública”, por lo que el pronunciamiento de esta cuestión excede 
de la función revisora que corresponde a este Tribunal.  

 
10º.- Finalmente, en cuanto a la procedencia de la tramitación de 

urgencia, cuestionada también por la organización sindical recurrente, cuya 
legitimación sobre esta cuestión es discutible al no afectar con claridad a los 
derechos de los trabajadores a los que representa, se advierte que la memoria 
justificativa ha justificado su procedencia con fundamento en el artículo 119.1 
de la LCSP, que prevé que “Podrán ser objeto de tramitación urgente los 
expedientes correspondientes a los contratos cuya celebración responda a una 
necesidad inaplazable o cuya adjudicación sea preciso acelerar por razones de 
interés público. A tales efectos el expediente deberá contener la declaración 
de urgencia hecha por el órgano de contratación, debidamente motivada”.  

 
Pues bien, como informa el órgano de contratación “En el presente 

caso, la declaración de urgencia se encuentra motivada por la necesidad de 
garantizar el inicio de la prestación del servicio de la Escuela Infantil Municipal 
al comienzo del curso escolar, evitando cualquier interrupción en un servicio 
público esencial dirigido a menores de corta edad y a la conciliación de la vida 
familiar y laboral de las familias usuarias.  

 
»La prestación objeto del contrato está directamente vinculada 

al calendario escolar y a la planificación del curso académico, de modo que un 
retraso en la adjudicación podría comprometer la apertura del centro en la 
fecha prevista o dificultar gravemente su normal funcionamiento, con el 
consiguiente perjuicio para los usuarios del servicio y para el interés público 
que justifica su prestación”. 

 
Por tanto, este motivo se ha de desestimar. 

 
En su virtud, al amparo de lo establecido en los artículos 57 de la LCSP 

y 61 de la Ley 1/2012, de 28 de febrero, el Tribunal Administrativo de Recursos 
Contractuales de Castilla y León 
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III 
RESUELVE 

 
Primero.- Desestimar el recurso especial en materia de contratación 

interpuesto por la Federación de Enseñanza de Comisiones Obreras de Castilla 
y León contra el anuncio de licitación y los pliegos rectores de la contratación 
del servicio de gestión de la escuela municipal infantil “La Ranita” de Renedo 
de Esgueva (Valladolid), expediente n.º 505/2026. 

 
Segundo.- Notificar esta resolución a todos los interesados en el 

procedimiento. 
 

De conformidad con los artículos 59 de la LCSP y 46.1 de la Ley 29/1998, 
de 13 de julio, de la Jurisdicción Contencioso-administrativa (LJCA), contra esta 
resolución, ejecutiva en sus propios términos, solo cabe la interposición de 
recurso contencioso-administrativo en el plazo de dos meses, a contar desde 
el día siguiente a su notificación, ante la Sala de lo Contencioso-administrativo 
del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León (artículo 10.1.k de la LJCA). 
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